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Temas: 
SEGURIDAD SOCIAL / DEBIDO PROCESO / 1 AÑO PARA SOLICITAR REVIISÓN DE LA CALIFICACIÓN / IMPROCEDENTE / CONFIRMA. [También el artículo 13.3.1 del Manual Único de Calificación de Invalidez (Decreto 1507 de 2014), establece, como se adujo en primer grado, que para una afección como la señalada por el actor, debe mediar una evolución de un año anterior a la última calificación, trastorno depresivo que, denuncia el actor, surgió con posterioridad a la que le fue realizada en el mes de enero de este año.

De donde aflora que, sin desconocer las afecciones que en la actualidad hubieren surgido al solicitante, como su pretensión apunta a la materialización de la revisión de dictamen inicial, se torna prematura su solicitud, en la medida en que la evalución inicial, sobre lo que no hay discusión alguna, ocurrió el 25 de enero de 2017.

Así que no hay de dónde colegir la trasgresión de sus derechos fundamentales, a la luz de las referidas reglas, y sin que pueda, como lo pone de relieve el accionante, afirmarse que se está ante un perjuicio irremediable, porque de un lado, su sola edad, no es razón suficiente para soslayar la exigencia legal, si bien tratándose de asuntos relacionados con la pensión, que es en últimas lo que se busca, se ha sostenido por la alta Colegiatura Constitucional  que “El criterio para considerar a alguien de “la tercera edad”, es que esta supere la expectativa de vida oficialmente reconocida en Colombia; y según lo deja ver el documento de proyecciones de población elaborado por el Departamento Nacional de Estadística DANE 2007, que constituye el documento oficial estatal vigente para efectos de determinar el indicador de expectativa de vida, “para el quinquenio 2015-2020, la esperanza de vida al nacer para … hombres es de 73.08 años”  y el actor cuenta con 65.

De otro lado, no ha sido declarado inválido y, se repite, sin desconocer sus problemas de salud, no mencionó, ni demostró al inicio de la demanda sus falencias económicas, que solo ahora en la impugnación pone de relieve. No por ser la acción de tutela un trámite breve y sumario, puede estar al margen de elementales reglas como la de la carga de la prueba, que era necesaria para acreditar los elementos de lo que es un perjuicio irremediable, sobre los que recientemente, en la sentencia T-081A de 2017…”
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Acta N° 506 de septiembre 28 de 2017
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte demandante contra la sentencia del 11 de agosto último, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Humberto Ossa Castaño promovió frente a COLPENSIONES, a la que fue vinculada ASALUD Ltda.
  



ANTECEDENTES
  



Acudió el demandante, en su propio nombre, en procura de la protección de sus derechos fundamentales “a la seguridad social y debido proceso”, que estima lesionados por la entidad directamente accionada.
  



Expuso, en resumen, que presenta varios problemas de salud, los cuales detalló (f. 2, c 1); inició proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral; el 25 de enero de 2017 fue valorado por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez que determinó un porcentaje en tal sentido de 44,73%, estructurado el 10 de septiembre de 2015, por  enfermedad de origen  común. Con posterioridad a ello, su estado de salud se ha complicado en forma grave con diagnóstico de trastorno depresivo. En tal virtud, solicitó a la Administradora Colombiana de Pensiones, que autorizara la realización de una nueva calificación, sin esperar un año. Le fue respondido que debía acercarse a pedir cita para la valoración del caso ante ASALUD, entidad encargada de dicha gestión; pero una vez lo hizo, le informaron que dicho cometido no era posible hasta tanto se cumpliera un año desde su última calificación. Esa posición, afirma, vulnera sus derechos fundamentales por la situación que lo aqueja. 

 


Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados , y como consecuencia de ello, que se ordene a Colpensiones que realice la calificación respectiva.
 



El Juzgado admitió la demanda con auto del 31 de julio y se corrió traslado por el término de 2 días a varios funcionario de la entidad. Se pronunció el Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, para recordar el carácter subsidario de la acción de tutela por la existencia de otros mecanismos de defensa judicial; explicó el trámite surgido con el caso del interesado y dijo que no se ha cumplido el año para efectos de una nueva valoración.




Sobrevino el fallo de primer grado que declaró improcedente la acción, por cuanto ninguna la violación observó del debido proceso en el trámite que se adelantó, ni se acreditó la presencia de un perjuicio irremediable. 
  



Impugnó el interesado, para poner de relieve su condición de sujeto de especial protección ante su incapacidad permanente parcial, su edad y su situación económica precaria.
CONSIDERACIONES

  



La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

En el caso concreto, Humbeto Ossa Castaño, quien actúa en su propio nombre, dirigió su reclamo contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES e invocó la vulneración de los derechos fundamentales arriba señalados con el fin de que se proceda a realizarle una nueva valoración de su pérdida de capacidad laboral, frente al nuevo diagnóstico médico que presenta.
Esa pretensión, se dijo, fue desestimada en primer grado por cuanto se inadvierte la presencia de un perjuicio irremediable, cuenta con otro mecanismo de defensa judicial y no cumple con el requisito de temporalidad señalado en el Decreto 1507 de 2014 para una actual valoración.
La Sala, avalará esa resolución, acorde con lo que a continuación se señala.
No hay duda de que la cuestión que aquí se plantea, se halla plenamente regulada, tal como lo prevé el inciso 3º del artículo 55 del Decreto 1352 del 26 de junio de 2013, “Por el cual se reglamenta la organización y funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez, y se dictan otras disposiciones", que establece sobre el particular: 
En el Sistema General de Riesgos Laborales la revisión de la pérdida de incapacidad permanente parcial por parte de las Juntas será procedente cuando el porcentaje sea inferior al 50% de pérdida de capacidad laboral a solicitud de la Administradora de Riesgos Laborales, los trabajadores o personas interesadas, mínimo al año siguiente de la calificación y siguiendo los procedimientos y términos de tiempo establecidos en el presente decreto, la persona objeto de revisión o persona interesada podrá llegar directamente a la junta solo si pasados 30 días hábiles de la solicitud de revisión de la calificación en primera oportunidad esta no ha sido emitida. –negrillas y subrayas propias-
  



También el artículo 13.3.1 del Manual Único de Calificación de Invalidez (Decreto 1507 de 2014), establece, como se adujo en primer grado, que para una afección como la señalada por el actor, debe mediar una evolución de un año anterior a la última calificación, trastorno depresivo que, denuncia el actor, surgió con posterioridad a la que le fue realizada en el mes de enero de este año.

  



De donde aflora que, sin desconocer las afecciones que en la actualidad hubieren surgido al solicitante, como su pretensión apunta a la materialización de la revisión de dictamen inicial, se torna prematura su solicitud, en la medida en que la evalución inicial, sobre lo que no hay discusión alguna, ocurrió el 25 de enero de 2017.

  



Así que no hay de dónde colegir la trasgresión de sus derechos fundamentales, a la luz de las referidas reglas, y sin que pueda, como lo pone de relieve el accionante, afirmarse que se está ante un perjuicio irremediable, porque de un lado, su sola edad, no es razón suficiente para soslayar la exigencia legal, si bien tratándose de asuntos relacionados con la pensión, que es en últimas lo que se busca, se ha sostenido por la alta Colegiatura Constitucional
 que “El criterio para considerar a alguien de “la tercera edad”, es que esta supere la expectativa de vida oficialmente reconocida en Colombia; y según lo deja ver el documento de proyecciones de población elaborado por el Departamento Nacional de Estadística DANE 2007, que constituye el documento oficial estatal vigente para efectos de determinar el indicador de expectativa de vida, “para el quinquenio 2015-2020, la esperanza de vida al nacer para … hombres es de 73.08 años”
 y el actor cuenta con 65.

  
De otro lado, no ha sido declarado inválido y, se repite, sin desconocer sus problemas de salud, no mencionó, ni demostró al inicio de la demanda sus falencias económicas, que solo ahora en la impugnación pone de relieve. No por ser la acción de tutela un trámite breve y sumario, puede estar al margen de elementales reglas como la de la carga de la prueba, que era necesaria para acreditar los elementos de lo que es un perjuicio irremediable, sobre los que recientemente, en la sentencia T-081A de 2017, se recordó que “…a propósito del perjuicio irremediable, se ha sostenido por la jurisprudencia constitucional que el mismo se caracteriza por ser “(i) inminente, es decir, por estar próximo a ocurrir; (ii) grave, por dañar o menoscabar material o moralmente el haber jurídico de la persona en un grado relevante; (iii) que requiera medidas urgentes para conjurarlo; y (iv) que la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar el adecuado restablecimiento del orden social justo en toda su integridad…”. 

   
El amparo, entonces, estaba llamado al fracaso, como ocurrió en primer grado y, por tanto, se confirmará.
DECISIÓN

  Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del 11 de agosto último, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Humberto Ossa Castaño promovió frente a COLPENSIONES, a la que fue vinculada ASALUD Ltda.
  



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS      

   DUBERNEY GRISALES HERRERA 

� Sentencia T-138 de 2010	


� www.dane.gov.co/files/BoletinProyecciones.pdf
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